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INTRODUCCIÓN



 


La educación es el arma más poderosa que puedes usar para cambiar el mundo. —Nelson Mandela


 


Construir paz requiere enfrentar el acumulado de traumas y daños 


que se manifiestan en síntomas de indiferencia, estcepticismo, depresión, desconfianza, temor, dolor, rabia y odio. Para enfrentar este trauma, 


hace falta construir memoria histórica, reconstruir el tejido social y las confianzas cotidianas rotas, y promover la restitución y las reparaciones 


transformadoras individuales y colectivas.


 


—Virgina Bouvier,
Colombia. La construcción de paz en tiempos de guerra




Reincorporarse de manera voluntaria a la vida civil, después de muchos años de coexistir en la violencia — ya sea por voluntad propia o por los avatares de la guerra—, requiere de gran apoyo por parte del Estado y de diferentes ­entidades. Por su experticia, conocimiento e interés, estas instancias están dispuestas a participar en la construcción de un tejido social que facilite oportunidades de desarrollo y crecimiento a aquellos que quieran dejar las armas para cambiarlas por una vida en paz, que les permita crecer de manera personal y, —¿por qué no?— profesional.


 


La academia —de forma específica, las universidades— no puede ser ajena a esta situación. Por lo tanto, se necesitan propuestas que vayan más allá del aula de clase; es necesario que la academia se involucre de manera más activa en los procesos de reinserción de los desmovilizados, que quieren una paz que sea sostenible.


 


Los autores de este libro, interesados en aportar su “granito de arena” al actual proceso de paz en Colombia, investigaron sobre los diferentes procesos vividos en este y otros países. Además, se documentaron sobre las diferentes técnicas que las entidades públicas y privadas han diseñado para apoyar al desmovilizado en su proceso de reintegración. Esta indagación alcanzó suficientes elementos para presentar una propuesta desde la Universidad de La Salle para que los reinsertados puedan integrarse al mercado laboral y devengar sus propios ingresos.


 


Por supuesto, estos aportes no son los únicos, pues recopilan los resultados de una investigación minuciosa sobre los procesos de desarme, desmovilización y reintegración, y reflexionan sobre ellos. De este modo, la abstracción realizada lleva a pensar que, para dar respuestas a las problemáticas sociales del país, ha de partirse de una perspectiva amplia, que incluya lo rural y urbano, así como lo empresarial, lo social y lo cultural. Esto es fundamental al tratar con una población que se está desmovilizando o que combatió en un conflicto armado, dado que son suficientes las formas tradicionales de subsidios u otras modalidades frecuentes para generar empleo.


 


Por lo tanto, es necesario ver el contexto global y ofrecer alternativas desde una visión periférica para que esta población logre vincularse de manera efectiva a comunidades productivas. Por consiguiente, la reintegración de los actores del conflicto a la realidad productiva y social del país requiere que diferentes sectores sociales coordinen sus esfuerzos —entre ellos, las universidades como centros de saber. Como se observa a lo largo de este libro, la Universidad de La Salle cuenta con muchas posibilidades para apoyar la inserción exitosa de los desmovilizados a la vida económica y, de esta manera, contribuir a la construcción de una paz estable y duradera en Colombia.


 


En este documento se revisan diferentes procesos realizados en Asia, Europa, África y Latinoamérica, y se termina con el proceso hecho en Colombia. En este último caso, se indaga sobre los diferentes programas de reintegración a nivel nacional: en lo público, los procesos ejecutados en la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN)1; la Cámara de Comercio de Bogotá (CCB) y la Fundación Nuevo Arco Iris, en lo privado, y, por último, la Universidad de La Salle, en lo académico.


 


El encuentro con estas entidades mostró las experiencias positivas y el proceso que realizaron con los reinsertados. La Fundación Nuevo Arco Iris se destaca por su experiencia con los excombatientes del Ejército de Liberación Nacional (ELN) y por su énfasis en la necesidad de reconciliación y desarrollo de proyectos productivos. La Cámara de Comercio de Bogotá enfatiza las necesidades de los excombatientes para crecer como personas; específicamente, necesitan superar la autodiscriminación que los lleva a sentir que las personas los están juzgando. Por lo tanto, la formación se entiende como el eje central en el proceso de acompañamiento, que busca evitar que se sientan discriminados. La ARN resalta que hay que articular los esfuerzos de las entidades que apoyen el proceso, para que no se dupliquen acciones; además, señala la necesidad de formar a los reinsertados en las diferentes dimensiones del ser. Por su parte, en las investigaciones de la Universidad de La Salle sobresale la importancia de fortalecer las zonas rurales de Colombia.


 


Esta investigación se basó en los aportes de distintas instituciones y en los pro­cesos vividos en los diferentes continentes; de esta manera, se definió un proyecto desde la Universidad para que los reinsertados adquieran sus propios ingresos, propuesta que no se limita al aspecto productivo e incluye lo humano y lo social.


 


La presente investigación se adelantó mediante un enfoque cualitativo: se revisó la documentación de los procesos desarrollados en diferentes países y se hicieron entrevistas a profundidad a las entidades que han participado en procesos de reintegración.


 


Desde los distintos aportes institucionales y la documentación de procesos de reintegración a nivel mundial, se hacen propuestas a los reinsertados, con miras a que puedan integrarse al mercado laboral y obtener ingresos propios.


Notas


1 Antes conocida como Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR).





EUROPA Y ASIA



 


Este capítulo describe los procesos de reinserción en Europa y Asia. Es poco lo que se encuentra en la literatura sobre el posconflicto en Europa. En estas ­páginas se esboza de forma breve lo ejecutado en este continente, ­centrándose en el tema de la justicia transicional como elemento fundamental en los ­procesos de reconciliación en el posconflicto a nivel internacional.


 


En el marco internacional, cabe señalar que la violación de los derechos ­humanos ha llevado a crear varios tribunales cuya finalidad es evitar la impunidad de los diferentes hechos acaecidos durante los conflictos. Los tribunales de ­Nuremberg, Sierra Leona, Ruanda, Camboya, Líbano y el tribunal penal para la antigua ­Yugoslavia son algunos ejemplos que han servido para investigar las experiencias que se han dado en el marco internacional frente al posconflicto y la justicia transicional (Sánchez, Garrido & Ferrer, 2015).


 


La finalidad de estos tribunales —aquello que los caracteriza en lo ­primordial— es promover la paz y reprimir las más graves violaciones del Derecho ­Internacional Humanitario, como los casos del conflicto armado en Bosnia-Herzegovina, en la antigua Yugoslavia o en Ruanda. En cuanto al Tribunal de Nuremberg, este se constituyó luego de la Segunda Guerra Mundial; Nuremberg recibió críticas por su falta de independencia e imparcialidad, pues lo integraron jueces que hacían parte de las potencias vencedoras. Sin embargo, se destaca que este ­tribunal creó y definió los crímenes internacionales contra la paz, la guerra y la ­humanidad, en los que más adelante se basaron tribunales como el de ­Ruanda (­Tribunal Penal Internacional para Ruanda [TPIR]) y el de la antigua Yugoslavia ­(Tribunal ­Penal ­Internacional para la ex Yugoslavia [TPIY]) (Sánchez et al., 2015).


 


Según Sánchez et al. (2015), en referencia al capítulo VII de la carta de las Naciones Unidas, el TPIR y el TPIY se crearon para reestablecer la paz y la seguridad en el ámbito internacional. Estos tribunales juzgaron crímenes de guerra, en representación de la comunidad internacional, que rechazaba lo ocurrido.


 


En el marco internacional, como ya se mencionó, la justicia transicional ha sido un elemento fundamental en los procesos de reconciliación durante el posconflicto. Avello (2008) —basándose el Reporte del Secretario General, el Estado de Derecho y la Justicia Transicional en las sociedades en conflicto y posconflicto (2004)— señala la importancia de que la comunidad internacional tenga una visión amplia de la justicia transicional; de este modo, se integrarían distintos enfoques que complementarían las medidas judiciales, con lo que se aportaría a los objetivos propuestos en una situación de posconflicto, en pro de la estabilidad y la paz de una nación.


 


Elster (2004; citado por Avello, 2008) considera que, después de la Segunda ­Guerra Mundial, en los procesos de Nuremberg y Tokio, comenzó lo que hoy se entiende por justicia transicional. En la década de los noventa, la justicia transicional se convirtió en un aspecto clave en los procesos de democratización y dejó de ser exclusiva del ámbito jurídico (Avello, 2008).


 


El Centro Internacional para la Justicia Transicional define este concepto:


Una rama de la justicia que enuncia un enfoque diferente al convencional, asumido por las sociedades para hacer frente al legado de violaciones generalizadas y sistemáticas de los derechos humanos. Este proceso tiene efecto mientras se lleva a cabo el tránsito de un período de conflicto violento u opresión hacia la paz, la democracia, el Estado de Derecho y el respeto de los derechos individuales y colectivos. (Avello, 2008, p. 2)


Pasar de la violencia a la paz implica que las sociedades enfrenten el doloroso pasado de la guerra y que comprendan de manera holística la justicia, incluyendo a la ciudadanía en general. Realizar procesos de reconciliación, renovar la confianza cívica y prevenir posibles abusos en el futuro son aspectos que se tienen en cuenta en la justicia transicional, dado que contribuyen a la reconstrucción del tejido social. Dado lo anterior, según Avello (2008), la justicia transicional se convierte en un instrumento importante, no solo para lograr la reconciliación y la justicia entre las partes enfrentadas, sino también para garantizar una sociedad democrática con una paz duradera.


 


Otro acuerdo sobresaliente es el Tratado de Ámsterdam, de 1997, que ha ayudado a prevenir los conflictos en la Unión Europea (UE), por lo que es un ­referente en prevención de conflictos a nivel internacional. En el Consejo Europeo de Niza, del año 2000, se modificó la forma de abordar las políticas de prevención de ­conflictos en la UE; por consiguiente, se especificó su relación con la Organización de Seguridad y Cooperación en Europa, la Organización del Tratado del ­Atlántico Norte (OTAN) y el Consejo de Europa (Martínez Garnelo, 2012).


 


Los principios de la Unión Europea se orientan a mantener la democracia y la pluralidad de instituciones, que ayudan a mantener los mecanismos e instrumentos que sirven como garantes de la prevención de conflictos. Con la participación de países como Alemania, Inglaterra, Francia, Italia, España y Holanda, la UE ha logrado ser reconocida como el principal motor de aportaciones monetarias en materia de prevención de conflictos (Martínez Garnelo, 2012).


 



Posconflicto en Asia



 


Tras firmar los acuerdos de paz en cualquier nación, comienza un proceso dirigido a la construcción de paz: los combatientes dejan sus armas, se desmilitarizan y se reintegran a la vida civil. Este proceso se denomina Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) de antiguos combatientes (Caramés & Sanz, 2009).


 


A continuación, se describe este proceso en el continente asiático, a partir de las experiencias de Afganistán, Indonesia, Nepal, Camboya y Filipinas. La información encontrada durante la investigación sobre el posconflicto en Afganistán, Indonesia y Nepal se tomó del Análisis de los programas de DDR existentes en el mundo durante 2008 (Caramés & Sanz, 2009). Se hace esta aclaración para no reiterar la citación de esta fuente en el documento.


 



Afganistán



 


Desde la invasión de las tropas soviéticas en 1979, el conflicto armado en Afganistán no ha tenido interrupción. Primero, hubo una guerra civil entre las guerrillas anticomunistas islámicas —los muyahidines— y las Fuerzas Armadas, que tenían el apoyo de los soviéticos. En 1989, las tropas soviéticas decidieron retirarse; en 1992, los muyahidines subieron al poder en un momento en el que el caos y los enfrentamientos internos abundaban en el país, situación que ­llevó al ­surgimiento del movimiento talibán; a finales de los noventa, esta facción ­controlaba casi la totalidad del territorio afgano.


 


Después de los atentados del 11 de septiembre del 2001 por parte de al-Qaeda, Estados Unidos invadió a Afganistán y derrocó al régimen. Con la firma de los acuerdos de Bonn y la creación de una autoridad interina en diciembre del 2001, se estableció un gobierno provisional, que luego fue refrendado en las urnas. Sin embargo, desde el 2006, ha aumentado la violencia en Afganistán, debido al rearme de las milicias talibán.


 


A principios del 2006, como parte de la justicia transicional, el gobierno de Afganistán aprobó un Plan de Acción para la Verdad, la Justicia y la Reconciliación; en el 2007, se aprobó el proyecto de ley de amnistía de Wolesi Jirga, de la Cámara Baja del Parlamento afgano, dirigido a los combatientes que participaron en el conflicto. Además, hubo acercamientos entre los talibanes y el Gobierno de Afganistán cuando el presidente Hamid Karzai propuso unos diálogos de negociación; las negociaciones comenzaron con la intervención de la Comisión Nacional de Reconciliación.


 


El programa de DDR en Afganistán contó en octubre del 2003 con la supervisión y evaluación del Grupo de Observación Internacional de la embajada de Japón y con la Japan Mine Action Services (JMAS); esto contribuyó a la neutralidad en el proceso, pues la Organización de Naciones Unidas (ONU) ayudó con un millón de dólares de presupuesto.


 


Se logró, de un total de 100 000, la desmovilización de 93 000 militares profesionales y soldados muyahidines; de estos, entre 62 000 y 63 000 se acogieron al programa de DDR; 7500 eran menores de edad. Durante el proceso, se detectaron grupos con necesidades específicas; por lo tanto, el programa contó con proyectos dirigidos a 25 000 mujeres y a más de 150 000 menores que dependían de excombatientes. Se estima que el programa de DDR finalizó en junio del 2006 y que contó con un presupuesto de 140,9 millones de dólares.


 


Por último, la reintegración a la vida civil comenzó tres semanas después de la desmovilización, con una duración de entre dos y cuatro meses. Dentro del programa, se estructuró el Programa de Incentivos para Comandantes del DDR (CIP). Esta iniciativa incluía un paquete de reintegración compuesto por una liquidación financiera (Financial Redundancy Package [FRP]); formación en Afganistán y en el extranjero, y un empleo administrativo. Además, se formaron en temas empresariales que incluían elementos pedagógicos de reconciliación. El FRP contemplaba una mensualidad de 350 a 500 dólares en un período de dos años, costeados por el Afghanistan’s New Beginnings Programme (ANBP); esta entidad financiaba el primer año y el gobierno pagaba el segundo. Otra opción para los comandantes y generales era obtener un único pago para iniciar un negocio. Según datos del ANBP, 320 comandantes y 150 generales se beneficiaron del CIP.


 


Por otro lado, a finales del 2006, 335 mujeres de excombatientes se formaron como profesoras de primaria durante cursos de cinco meses. Aunque el 1.° de julio del 2005 el ANBP anunció la finalización de la fase de reintegración del DDR, el ANBP y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) decidieron extender esta fase para beneficiar a más de 35 000 desmovilizados durante 23 meses: según una consulta, el 56 % estaba percibiendo menos de un dólar ­diario. Esta nueva fase se realizó a través del Reintegration Support Project for ­Ex-combatants, que no solo estaba dirigido a los excombatientes, sino también a sus familias.


 


Otro programa sobresaliente es el NEEP-DDR/Rural Livelihood Support (RLS) proyecto de reintegración dirigido a 3270 excombatientes, que comenzó en agosto del 2004. Este proyecto combinó la formación y el trabajo dirigidos a la ­reconstrucción de infraestructuras; preparó a 2775 excombatientes, de los cuales 57 obtuvieron su título universitario como técnicos especialistas.


 



Indonesia



 


Meses después de que el tsunami devastara por completo a Indonesia, en ­agosto del 2005, se firmó el acuerdo de paz entre las fuerzas militares y el grupo armado independentista Gerakan Acek Merdek1 (GAM), tras casi 30 años de conflicto armado, con la colaboración y despliegue de una misión internacional que supervisó su implementación. Con este acuerdo se logró de manera significativa disminuir los niveles de violencia y celebrar elecciones regionales por primera vez en la historia de esta provincia; en esta primera ocasión, se eligió al antiguo líder del GAM. Los acuerdos preveían una amplia autonomía para la provincia de Aceh en Sumatra, la desmovilización de la región y el desarme del Movimiento. Sin embargo, aunque el proceso ha ido evolucionando de modo satisfactorio, se han presentado casos de reintegración de combatientes y denuncias por corrupción e incompetencia contra las autoridades.


 


La misión internacional para supervisar la implementación del acuerdo de paz en Indonesia fue la Misión de Observación en Aceh (AMM), que surgió de un esfuerzo conjunto entre la Unión Europea, Suiza, Noruega y cinco países más pertenecientes a la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático; esta misión debía actuar como facilitadora para construir confianza entre las partes involucradas. Su principal función era supervisar el proceso de DDR de las tropas del GAM y reubicar a las Fuerzas Armadas y cuerpos de seguridad de Indonesia. Sus competencias incluían observar la situación de derechos humanos, la reforma legislativa y la regulación de amnistías, así como supervisar y gestionar las posibles violaciones del Memorando de Entendimiento2 (MdE). Esta intervención terminó el 31 de diciembre del 2006.


 


En cuanto a la justicia transicional, el gobierno de Indonesia alegó desde un ­comienzo que el tribunal asignado solo podía juzgar los hechos posteriores a la fecha de la firma de los acuerdos, dejando por fuera las violaciones de los derechos humanos que se hubieran cometido durante treinta años de conflicto. Estos delitos quedaron impunes, a pesar de que los tribunales y las comisiones de la verdad y reconciliación se crearon para dirimir responsabilidades, así como para otorgar compensaciones a las víctimas del conflicto armado.


 


En cuanto al DDR, la implementación del MdE estuvo a cargo del gobierno de ­Indonesia; el Memorando de Entendimiento contemplaba la desmovilización de 3000 combatientes del GAM y la entrega de por lo menos 840 armas entre el 15 de septiembre y el 31 de diciembre del 2005, bajo la supervisión de la ­Misión de Observación en Aceh. Por su parte, el gobierno se comprometió a retirar ­todas las fuerzas militares y policiales (denominadas “no orgánicas”) que ­fueron ­asignadas para combatir al GAM en ese mismo período. El MdE incluyó una ­sección que ­consignaba el compromiso gubernamental de entregar sufi­ciente ­tierra ­arable, así como de ofrecer oportunidades de empleo a los ­excombatientes ­reintegrados amnistiados y a las víctimas del conflicto. Además, los antiguos miembros del GAM podían solicitar empleo en la policía y las fuerzas armadas “orgánicas” sin ser discriminados.


 


En el programa participaron 3000 miembros del GAM; 32 000 efectivos de las ­fuerzas y cuerpos de seguridad de Indonesia, y otros grupos de no combatientes. Según el GAM, más del 75 % de sus combatientes tenían entre 18 y 35 años, menos de un 4 % eran mujeres y pocos eran menores de edad.


 


La financiación del proceso de DDR estuvo a cargo del gobierno de Indonesia, que invirtió 135 millones de dólares en el 2010. El período de desarme y desmovilización se dio entre septiembre del 2005 y junio del 2006; los programas de reintegración se extendieron hasta diciembre del 2009.


 


Casi el 90 % de los excombatientes regresaron a sus localidades de origen, según datos del Banco Mundial. Cabe aclarar que muchos de los excombatientes mantuvieron contacto con sus comunidades; de hecho, algunos no las abandonaron.


 


Por lo tanto, en el caso de Indonesia, la palabra “reintegración” no es el término adecuado para describir este proceso; por otro lado, la fase de desarme y repliegue se destaca por su éxito. Los problemas se presentaron en las elecciones de ACEH, en diciembre del 2006: según el informe del International Crisis Group (ICG), la corrupción y extorsión fueron el obstáculo más grave, en el que estuvieron implicados el Komite Peralihan Aceh3 (KPA) y excombatientes del GAM.
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